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INFORME No. 123/10
CASO 11.144

ADMISIBILIDAD

GERSON JAIRZINHO GONZÁLEZ ARROYO Y OTROS
COLOMBIA

23 de octubre de 2010

I.
RESUMEN
1. El 7 de abril de 1993 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por la Corporación Colectivo de Abogados – José Alvear Restrepo (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado” o “el Estado colombiano”) por la desaparición forzada de Gerson Jairzinho González Arroyo (en adelante “la presunta víctima”) el 20 de noviembre de 1992 en la ciudad de Sincelejo, departamento de Sucre, así como por la falta de diligencia de las autoridades judiciales en la investigación y sanción de los responsables de los hechos.
2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, integridad personal, libertad personal, libertad de expresión, garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8, 13 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”la Convención Americana”), todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) del mismo instrumento.  Sostienen que el caso es admisible en vista de la excepción del agotamiento de recursos internos prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana, con base en el retardo injustificado en la resolución del proceso penal.  El Estado, por su parte alega que la petición es inadmisible en vista de la falta de agotamiento de los recursos internos debido a que un proceso penal se encuentra pendiente.  Asimismo, alega que no existe caracterización de posibles violaciones a la Convención Americana conforme al artículo 47(b) de dicho instrumento puesto que se reparó a los familiares de la presunta víctima.
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluye que es competente para conocer el reclamo y que éste es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional.  Asimismo, en virtud del principio iura novit curia la Comisión considera admisible la posible violación del artículo 3 de la Convención Americana y del artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (en adelante “Convención sobre Desaparición Forzada”).  Finalmente, la Comisión concluye que la petición es inadmisible en cuanto a la presunta violación del artículo 13 de la Convención Americana.  En consecuencia, dispone notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró el reclamo bajo el número 11.144 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 14 de abril de 1993 procedió a transmitirla al Estado colombiano, con un plazo de 90 días para presentar información de acuerdo a su Reglamento vigente para la época.  El 4 de enero de 1994, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para presentar observaciones.  Los peticionarios presentaron su respuesta el 25 de marzo de 1994 la cual fue transmitida al Estado el 18 de abril de 1994, para sus observaciones.  El 23 de mayo de 1994, el Estado presentó su respuesta, la cual fue transmitida a los peticionarios el 19 de julio de 1994, para sus observaciones.  Los peticionarios presentaron sus observaciones el 19 de agosto de 1994, las cuales fueron remitidas al Estado el 31 de agosto de 1994, para presentar sus observaciones.
5. El 20 de octubre de 1994 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para presentar observaciones.  El 3 de enero de 1995 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para presentar observaciones.  El 22 de marzo de 1995 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. 

6. El 26 de mayo de 1995 los peticionarios presentaron sus observaciones las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  El Estado presentó sus observaciones el 17 de julio de 1995, las cuales fueron remitidas a los peticionarios para sus observaciones.  El 15 de setiembre de 1995 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 4 de diciembre de 1995 el Estado presentó su escrito de respuesta, el cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. 

7. El 15 de febrero de 1996 los peticionarios enviaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 13 de mayo de 1996, el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la CIDH el 7 de agosto de 1996.  El 26 de setiembre de 1996 el Estado presentó su respuesta, la cual fue traslada a los peticionarios para sus observaciones.
8. El 10 de octubre de 1996 la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de iniciar un procedimiento de solución amistosa.  El 12 de noviembre de 1996 los peticionarios respondieron que estaban de acuerdo con iniciar un diálogo que permitiera alcanzar una solución amistosa, siempre que el Estado cumpliera determinadas observaciones.  Dicha comunicación fue transmitida al Estado el 15 de noviembre de 1996.  El 20 de noviembre de 1996 el Estado respondió que, por el momento, no estaba en disposición de intentar una solución amistosa.  Dicha comunicación fue trasladada a los peticionarios el 27 de enero de 1997.  
9. El 3 de febrero de 2000 los peticionarios solicitaron medidas cautelares a favor de los familiares de la presunta víctima.  La CIDH solicitó información al Estado el 3 de febrero de 2000, con un plazo de 10 días.  El 15 de febrero 2000 el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue concedida por la CIDH el 17 de febrero de 2000.  El 13 de marzo de 2000 el Estado envió su respuesta, la cual fue remitida a los peticionarios para sus observaciones.  Los peticionarios presentaron sus observaciones el 9 de junio de 2000, las cuales fueron transmitidas al Estado el 12 de junio de 2000 para sus observaciones.  Las medidas cautelares no fueron otorgadas.
10. El 14 de julio de 2000 el Estado presentó observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  Los peticionarios presentaron sus observaciones el 2 de junio de 2002, las cuales fueron trasladadas al Estado el 5 de junio de 2003, para sus observaciones.  El 14 de noviembre de 2003 el Estado presentó su respuesta la cual fue remitida a los peticionarios para sus observaciones.  El 13 de abril de 2009 la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes.  El 14 de mayo de 2009 el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada por la CIDH.  El Estado respondió el 12 de junio de 2009.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
11. Los peticionarios alegan que en la mañana del 20 de noviembre de 1992, Gerson Jairzinho González Arroyo (18) se encontraba en el barrio de San Antonio, en la ciudad de Sincelejo, departamento de Sucre.  Manifiestan que alrededor de las 9:30 horas, fue interceptado por presuntos agentes del Departamento Administrativo de Seguridad (en adelante “DAS”) quienes lo condujeron a una camioneta y partieron con rumbo desconocido.  Los peticionarios indican que, Luis González Espinosa, padre de Gerson González, se enteró de lo sucedido debido a que un testigo de los hechos era el primo de la presunta víctima.  
12. Afirman que unos días antes de la desaparición de Gerson González, específicamente el 16 de noviembre de 1992, la Fiscalía Cuarta Unidad de Patrimonio Económico de Sincelejo había iniciado una investigación por el delito de extorsión contra varias personas, entre ellas la presunta víctima.  Los peticionarios alegan que es por esto que los agentes del DAS venían siguiendo a Gerson González.
13. Alegan que el 21 de noviembre de 1992 el padre de Gerson González, Luis González, presentó una denuncia ante la Unidad Previa y Permanente de la Dirección Seccional de Fiscalías de Sincelejo.  Sostienen que el 21 de diciembre de 1992 la Fiscalía dictó resolución de apertura de investigación previa.  
14. Alegan que el 31 de diciembre de 1992 Luis González interpuso un recurso de hábeas corpus ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Sincelejo por la detención y desaparición de su hijo a manos de agentes del DAS.  Indican que el 3 de enero de 1993, el Juzgado Tercero decretó improcedente el recurso al concluir que Gerson González no se encontraba detenido en las instalaciones del DAS.

15. Alegan que el 8 de junio de 1993, la Fiscalía ordenó la suspensión de la investigación previa por no existir mérito para dictar resolución de apertura de instrucción, a pesar de que la investigación adelantada por la Procuraduría General de Nación (en adelante “PGN”) concluyó que existían indicios de que agentes del DAS habrían participado en la desaparición de Gerson González y de que testigos de los hechos habrían identificado dichos agentes.  Señalan que luego de más de 18 meses, el 24 de diciembre de 1994, la medida de suspensión fue levantada.  Indican que el 24 de febrero de 1995 se remitió el expediente a la Fiscalía Catorce de Antiextorsión y Secuestro, la cual a su vez lo remitió a la Fiscalía Regional de Barranquilla.  
16. Los peticionarios sostienen que presentaron una demanda de constitución de parte civil el 28 de agosto de 1995 ante la Fiscalía Regional de Barranquilla, con el fin de reclamar los perjuicios materiales ocasionados por el ilícito.  Señalan que no se les permitió constituirse en parte civil hasta el 9 de febrero de 1996, a pesar de que el artículo 47 del Código Procesal Penal
 establece un término de tres días para que se decida la admisión o rechazo de la demanda.  Manifiestan que el 11 de abril de 1997 la Fiscalía Regional de Barranquilla ordenó el cierre de la investigación y acusó a tres agentes del DAS (Isnardo Castellanos, Jorge Muñoz y Alcides Medina) por el delito de secuestro extorsivo.
17. Los peticionarios alegan que el expediente fue remitido al Juez Regional de Barranquilla, quien dictó sentencia condenatoria el 28 de diciembre de 1999 en contra de los tres agentes y que se les impuso la pena de once años de prisión a  cada uno.  Señalan que dicha sentencia fue apelada y que el 11 de enero de 2000 el Tribunal Superior de Bogotá decretó la nulidad de todo lo actuado en vista de que se debió calificar el mérito del sumario por el delito de secuestro simple y no por el de secuestro extorsivo.

18. Los peticionarios afirman que la investigación fue devuelta a la Fiscalía Dieciséis Seccional de Sincelejo para que sea conocida como secuestro simple y, posteriormente, fue reasignada a la Unidad Nacional de Derechos Humanos (en adelante “UNDH”).  Sostienen que el 14 de marzo de 2003 la UNDH emitió resolución de acusación sólo contra uno de los agentes y que  dicha investigación fue remitida al Juzgado Penal del Circuito Especializado de Sincelejo.  Alegan que este agente fue absuelto el 1˚ de julio de 2005, al no existir certeza acerca de su implicancia en los hechos.  Afirman que actualmente existe una investigación pendiente en etapa preliminar ante la Fiscalía Diecisiete de la UNDH.
19. De otro lado, los peticionarios manifiestan que el 3 de marzo de 1993 Luis González presentó un recurso de queja ante la Oficina de Investigaciones Especiales de la PGN, en el cual responsabilizaba a agentes del DAS por la desaparición de Gerson González.  Afirman que el 3 de mayo de 1993 esta oficina remitió la investigación a la Procuraduría Delegada para los Derechos Humanos.
20. Sostienen que el 22 de junio de 1994 la PGN dispuso la apertura de averiguación disciplinaria con el fin de aclarar la conducta de cuatro agentes del DAS (Mario Botello, Jos´r Luis Guevara, Jorge Muñoz e Isnardo Castellanos) por las irregularidades en la investigación seguida contra Gerson González por el delito de extorsión.  Señalan que el 8 de marzo de 1999 la PGN sancionó con destitución a Jorge Muñoz e Isnardo Castellanos, y absolvió a Mario Botello y José Guevara.  Indican que esta decisión fue apelada por la defensa y que en consecuencia el 17 de marzo de 2000 se absolvió a todos los inculpados.  Los peticionarios sostienen que existieron numerosas falencias en el proceso, como el hecho de no haber llamado a rendir indagatoria al director del DAS o a los testigos presenciales.
21. Asimismo, alegan que el 20 de junio de 1994 los familiares de la presunta víctima presentaron ante el Tribunal Contencioso de Sucre una demanda de reparación directa contra la Nación - Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), la cual fue denegada el 11 de setiembre de 1996.  Indican que el 24 de setiembre de 1996 los familiares apelaron dicha decisión y que el 28 de noviembre de 2002 el Consejo de Estado revocó la sentencia del Tribunal Contencioso y declaró administrativamente responsable a la Nación -Departamento Administrativo de Seguridad– (DAS) por la desaparición de Gerson González. 
22. Los peticionarios argumentan que la CIDH ha afirmado que la responsabilidad estatal internacional puede derivarse de las decisiones de tribunales administrativos internos, por lo que consideran que con esta sentencia contencioso administrativa en contra del DAS el Estado habría aceptado su responsabilidad internacional.  
23. Los peticionarios señalan que, hasta la fecha, existe un proceso penal en etapa de investigación, el mismo que no ha sancionado a ningún responsable.  En ese sentido, consideran que aplica la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana debido al retardo injustificado.  Sin perjuicio de ello, alegan que, a pesar de estar exceptuados del requisito de agotamiento, ellos cumplieron con dicha disposición a través de la interposición del hábeas corpus, recurso adecuado en casos de desaparición forzada.
24. Los peticionarios sostienen que Gerson González habría sido desaparecido por agentes del Estado por más de diecisiete años sin que a la fecha el Estado haya investigado eficientemente los hechos descritos.  Indican que aun se desconoce el paradero de Gerson González o de sus restos mortales, y no se ha identificado, juzgado ni sancionado a los responsables y no se conoce la verdad de los hechos.  En consecuencia, alegan que el Estado colombiano violó los derechos a las garantías y a la protección judicial de los familiares de Gerson González.
25. En conclusión, los peticionarios alegan que el Estado ha violado los artículos 4, 5, 7 y 13 de la Convención Americana en relación con su artículo 1(1) en perjuicio de Gerson González, y los artículos 5, 8 y 25 en relación con el artículo 1(1) del mismo instrumento en perjuicio de sus familiares.  
B. Posición del Estado

26. En respuesta al reclamo de los peticionarios el Estado alega que por los hechos materia de la petición se surtieron de manera diligente procesos en la jurisdicción penal ordinaria, contencioso administrativa y disciplinaria.
27. Alega que en el proceso penal el 8 de junio de 1993 la Fiscalía ordenó la suspensión de la indagación preliminar debido a que no se habría podido identificar a algún sospechoso y que dicha suspensión fue válida en tanto existe una norma interna que lo avala
.  Sostiene que posteriormente, en base a las pruebas recabadas, se logró reabrir la investigación e incluso identificar y acusar a tres agentes del DAS, por la presunta responsabilidad en el secuestro agravado de Gerson González.

28. Sostiene que el 24 de diciembre de 1998, el Juzgado Regional de Barranquilla sentenció a los tres imputados por el delito de secuestro extorsivo agravado y les impuso una pena de privación de libertad de once años a cada uno.  Sin embargo, el Estado manifiesta que, luego de la apelación de la defensa, el 11 de enero de 2000 el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá decretó la nulidad de todo lo actuado por presentarse un error en la adecuación del tipo de delito.
29. El Estado alega que la UNDH de la Fiscalía General de la Nación retomó la investigación de forma seria, pronta y eficiente y profirió resolución acusatoria contra Alcides Medina.  Alega que el 1˚ de julio de 2005, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Sincelejo, absolvió a Alcides Medina dado que no existía plena prueba sobre su participación en los hechos.
30. El Estado alega que la investigación penal es una obligación de medio o comportamiento que no es incumplida por el solo hecho de no producir un resultado satisfactorio.  Asimismo, sostiene que mal habría hecho la justicia penal al condenar a personas frente a las cuales no existía plena certeza de su responsabilidad puesto que, de hacerlo, estaría vulnerando abiertamente el derecho a la presunción de inocencia de los procesados.

31. El Estado alega que la investigación penal continúa en etapa preliminar, por parte de la Fiscalía Diecisiete de la UNDH y que se ha ordenado la práctica de diversas pruebas y adelantado indagaciones con el fin de identificar a los responsables.  Sostiene que el proceso penal se viene realizando con la debida diligencia a fin de determinar el paradero de Gerson González y sancionar a los responsables de los hechos descritos, por lo que considera que los recursos de la jurisdicción interna no han sido agotados.

32. Asimismo, el Estado señala que mediante providencia de 17 de enero de 2000, la Sala Disciplinaria de la PGN revocó el fallo de primera instancia y absolvió a todos los procesados.  Alega que si bien existió certeza de que un vehículo del DAS fue utilizado para el traslado de Gerson González, las pruebas recaudadas no ofrecían plena credibilidad e impedían concluir si los agentes participaron en los hechos.
33. Por otro lado, el Estado sostiene que el 28 de noviembre de 2002, el Consejo de Estado declaró administrativamente responsable al DAS por la desaparición de Gerson González.  Alega que mediante dicha sentencia se reconoció internamente la responsabilidad del Estado, por lo que el recurso que tenían a disposición los interesados resultó “adecuado y efectivo en cuanto a las reparaciones”
.  

34. Señala que mediante Resolución No. 5255 de 27 de noviembre de 2003, el DAS ordenó el pago de la sentencia judicial por la suma de cien mil dólares americanos cuyo pago se efectuó el 1˚ de diciembre de 2003 a la apoderada del padre de la presunta víctima.  En ese sentido, sostienen que se reparó a los familiares de la presunta víctima y afirma que “cuando una cuestión ha sido resuelta definitivamente en el orden interno según las cláusulas de la Convención, no es necesario traerla a esta Corte para su aprobación o confirmación”
.  
35. El Estado considera que en la presente petición las decisiones de los procesos disciplinario y contencioso administrativo, fueron debidamente motivadas y que el alegado resultado negativo no puede ser leído como una presunta ineficacia de los recursos internos o violación al debido proceso.  Alega que la CIDH no puede actuar como un tribunal de cuarta instancia, al proceder a examinar supuestos errores de derecho o hecho que puedan haber cometido los tribunales internos dentro de los límites de su competencia y concluye que no existe caracterización de posibles violaciones a la Convención Americana.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión 

36. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto a quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte de la Convención Americana y la Convención sobre Desaparición Forzada desde el 31 de julio de 1977 y el 4 de abril de 2005, fechas en las que depositó sus instrumentos de ratificación, respectivamente.  Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en estos instrumentos que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dichos tratados. 
37. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  La Comisión observa que la Convención sobre Desaparición Forzada entró en vigencia para Colombia el 4 de abril de 2005.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione temporis respecto de la obligación contemplada en su artículo I en virtud de la naturaleza continuada de la falta de esclarecimiento del delito de desaparición forzada
.
38. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana y por la Convención sobre Desaparición Forzada.  
B.
Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de los recursos internos 

39. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana
.  Por su parte, el artículo 46(2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
40. En la presente petición el Estado sostiene que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna en tanto existe un proceso penal en etapa preliminar, el cual se viene surtiendo diligentemente.  Adicionalmente, el Estado alega que mediante la sentencia emitida por el Consejo de Estado el 28 de noviembre de 2002, se declaró administrativamente responsable al DAS por la desaparición de Gerson González, por lo que el recurso que tenían a disposición los interesados resultó adecuado y efectivo en cuanto a las reparaciones.  Por su parte, los peticionarios sostienen que agotaron el recurso de hábeas corpus, el cual es el idóneo para supuestos de desaparición forzada y que además aplica la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana en vista del retardo injustificado del proceso penal.
41. Según establece el artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión y la jurisprudencia de la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.  Conforme a la jurisprudencia de los órganos del sistema interamericano, el habeas corpus es uno de los recursos adecuados para esclarecer el paradero de una persona desaparecida
.  
42. En vista de los alegatos de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en este caso.  La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que
la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.
43. La jurisprudencia de la Comisión reconoce que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, ésta constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión considera que los hechos alegados por los peticionarios en el presente caso involucran la presunta vulneración de derechos fundamentales, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio y que por lo tanto este proceso debe ser impulsado por el Estado mismo.
44. En el presente caso, tras los hechos del 20 de noviembre de 1992 el padre de la presunta víctima interpuso una denuncia ante la Fiscalía el 21 de noviembre de 1992 y un recurso de hábeas corpus el 31 de diciembre de 1992, el cual fue declarado improcedente el 3 de enero de 1993.  En la investigación penal iniciada por los presuntos hechos, tras la condena en primera instancia de tres agentes del Estado, se decretó la nulidad de todo lo actuado en el año 2000 y, se absolvió al único imputado el 1˚ de julio de 2005.  Actualmente, la investigación de los hechos sigue en etapa preliminar.
45. En cuanto al proceso contencioso administrativo y el proceso disciplinario a los que hace referencia el Estado, la Comisión ha sostenido anteriormente que las decisiones emitidas en las jurisdicciones disciplinaria y contencioso administrativa no constituyen recursos idóneos para satisfacer el artículo 46 de la Convención Americana.  La jurisdicción contencioso administrativa es un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que únicamente permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados por abuso de autoridad, tal como se observa en el presente caso (ver supra III.B).  Consecuentemente, dicho proceso no resulta idóneo en el presente análisis
, independientemente de la indemnización obtenida por los familiares de la presunta víctima.  

46. La Comisión considera que dadas las características del presente caso, el padre y familiares de la presunta víctima han agotado el hábeas corpus como recurso idóneo y han recurrido a los demás medios a su alcance para lograr el esclarecimiento judicial de las circunstancias en las que desapareció Gerson González y sancionar a sus responsables.  La Comisión nota que los hechos materia del caso ocurrieron el 20 de noviembre de 1992 y que transcurridos más de 16 años, el proceso penal se encuentra en etapa preliminar, lo cual implica un retardo injustificado en los términos del artículo 46(2)(c) de la Convención Americana y por lo tanto, los peticionarios deben quedar exceptuados de agotar dichos recursos antes de recurrir al sistema interamericano en búsqueda de protección.
2.
Plazo para presentar una petición ante la Comisión 

47. El artículo 46(b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46(2) (c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

48. En el presente caso, la petición fue recibida el 7 de abril de 1993, los hechos materia del reclamo se produjeron el 20 de noviembre de 1992 y sus efectos en términos de la alegada falta de resultados de la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

49. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46(1)(d) y en el artículo 47(d) de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados 

50. Frente a los elementos presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta violación de los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana, en perjuicio de Gerson Jairzinho González Arroyo.  Asimismo, corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios podrían caracterizar la violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con su artículo 1(1), en perjuicio de los familiares de la presunta víctima.
51. La CIDH, en aplicación del principio de iura novit curia, considera que los hechos podrían caracterizar violaciones al artículo 3 de la Convención Americana y I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada en virtud de la naturaleza continua de la falta de esclarecimiento del delito de desaparición forzada.  

52. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47(b) y (c) de la Convención Americana.  Finalmente, la Comisión considera que los peticionarios no presentaron elementos suficientes que tiendan a caracterizar una violación del derecho consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana.  
V.
CONCLUSIONES
53. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 3, 4, 5, 7, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana y el artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisible el reclamo respecto de la presunta violación del artículo 13 de la Convención Americana.

54. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 3, 4, 5, 7, 8 y 25, en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana y al artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada.
2. Declarar inadmisible la presente petición con relación al artículo 13 de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión a las partes.
4. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión

5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� Los peticionarios citan el art. 47 del Código de Procedimiento Penal colombiano, vigente en ese momento. Escrito de los peticionarios recibido el 15 de febrero de 1996.


� El Estado cita el artículo 326 del Código de Procedimiento Penal colombiano que establece: “El jefe de la unidad de fiscalía podrá suspender la investigación previa si transcurridos ciento ochenta días no existe mérito para dictar resolución de apertura de instrucción”. Escrito del Estado recibido el 4 de diciembre de 1995.


� Nota del Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de Colombia  DDHH.GOI. No. 30741/1558 de 11 de junio de 2009.


� El Estado cita a la Corte I.D.H., Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 33. Escrito del Estado recibido el 14 de noviembre de 2003.


� CIDH. Informe No. 65/09, Juan Carlos Flores Bedregal, 4 de agosto de 2009, párr. 45; e Informe No. 72/07, Edgar Quiroga y Gildardo Fuentes, 15 de octubre de 2007, párr. 44.


� Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 48; Caso Tibi Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 48; y Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 80.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 64.


� Corte I.D.H., Caso Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia. Excepciones Preliminares. Sentencia de 21 de enero de 1994, párr. 64, Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 203, Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 165, y Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr 192.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 64.


� CIDH. Informe Nº 52/97, Arges Sequeira Mangas, 18 de febrero de 1998, párrs. 96 y 97; Informe N° 55/97, Juan Carlos Abella, 18 de noviembre de 1997, párr. 392 e Informe N( 62/00, Hernando Osorio Correa, 3 de octubre de 2000, párr. 24.


� CIDH. Informe No. 68/09, Wilfredo Quiñónez Barcenas y familia, 5 de agosto de 2009, párr. 42.





